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-ABSTRACT:

La presente Comunicación tiene por objeto analizar el nuevo régimen fiscal de los denominados business angels introducido por la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de Apoyo a los Emprendedores y su Internacionalización. Dicho régimen fiscal se concreta, en primer lugar, en la aplicación de una deducción del 20% en la cuota estatal del IRPF por su inversión al entrar en la sociedad, siendo la base máxima de dicha deducción de 20.000 euros anuales. Y, en segundo término, en el disfrute de una exención total de las plusvalías que, en su caso, se obtengan al salir de la sociedad, siempre y cuando se reinvierta el dinero en una sociedad nueva o de reciente creación, debiendo producirse en ambos supuestos la desinversión en un plazo de entre 3 y 12 años.
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I. CONSIDERACIONES GENERALES.
Como seguramente se recordará, mediante la aprobación del Real Decreto-Ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y autónomos contraídas por las Entidades Locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa, se introdujo, con vigencia desde el 7 de julio de 2011, una modificación en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) declarando exentas las ganancias patrimoniales obtenidas en la transmisión de las acciones o participaciones derivadas de inversiones de particulares en proyectos impulsados por emprendedores, favoreciendo la creación de empresas que permitan avanzar en el cambio de modelo productivo y la generación de empleo.

La principal finalidad perseguida a través de la introducción de la citada exención no fue otra que fomentar las inversiones de los particulares en empresas de nueva o reciente creación, al objeto de dotar a los proyectos empresariales innovadores de estímulos a la inversión que, en el actual contexto restrictivo, debían ser especialmente intensos y garantizar su mantenimiento por un tiempo suficiente para la viabilidad de los proyectos citados.

De este modo fue objeto de configuración un nuevo incentivo fiscal destinado a estos inversores particulares y a través del cual se persiguió exonerar de gravamen la rentabilidad que dichos contribuyentes puedan llegar a obtener con motivo de su inversión. Dicho beneficio fiscal no operaría en el instante en el que los inversores realizasen la inversión, sino que su aplicación efectiva se pospondría al momento en el que transmitiesen su participación accionarial, siendo entonces cuando el legislador, en coherencia con la finalidad que se perseguía, declararía exentas las ganancias patrimoniales que obtuviesen por la venta de sus acciones o participaciones.

La presente exención quedó sometida a un conjunto de requisitos. En primer lugar, la inversión debía efectuarse directamente por la persona física mediante la suscripción de acciones o participaciones en entidades de nueva o reciente creación que desarrollen una actividad económica. La exención de la ganancia patrimonial resultaría de aplicación respecto de las ganancias patrimoniales obtenidas por la transmisión de las acciones o participaciones cuyo valor de adquisición no excediese para el conjunto de entidades en las que invirtiera, de 25.000 euros anuales, ni de 75.000 euros por entidad durante los tres años posteriores a su constitución, y el tiempo de permanencia de los valores en el patrimonio del contribuyente sea superior a tres e inferior a diez años. Tal y como señaló el apartado 4 del art. 33 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (LIRPF), al que se añadió una letra d) “4. Estarán exentas del Impuesto las ganancias patrimoniales que se pongan de manifiesto:
(…)

d) Con ocasión de la transmisión de las acciones o participaciones en empresas de nueva o reciente creación, en los términos y condiciones previstos en la disposición adicional trigésima cuarta de esta Ley”.

Con carácter adicional a lo anterior se añadió a la LIRPF una Disposición Adicional Trigésima Cuarta en la que, bajo el título “Medidas para favorecer la capitalización de empresas de nueva o reciente creación”, se regulaban los términos y las condiciones de aplicación del presente beneficio fiscal, pudiendo diferenciarse en este punto los siguientes grupos de requisitos que han de concurrir: requisitos exigidos al inversor (apartados 1º y 3º de la Disposición); requisitos exigidos a la entidad participada (apartado 2º de la Disposición); y supuestos especiales en los que no se aplica la exención (apartado 4º de la Disposición).
Pues bien, con motivo de la aprobación de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de Apoyo a los Emprendedores y su Internacionalización, y con la finalidad de favorecer la captación por empresas, de nueva o reciente creación, de fondos propios procedentes de contribuyentes que, además del capital financiero, aporten sus conocimientos empresariales o profesionales adecuados para el desarrollo de la sociedad en la que invierten (los comúnmente denominados inversor de proximidad o business angel), o bien de aquellos que solo estén interesados en aportar capital (capital semilla) se establece un nuevo incentivo fiscal en el IRPF al amparo del cual se tendrá derecho a una deducción en la cuota estatal del citado Impuesto con ocasión de la inversión realizada en la empresa de nueva o reciente creación. En la posterior desinversión, que tendrá que producirse en un plazo de entre tres y doce años, se declarará exenta la ganancia patrimonial que, en su caso, se obtenga, siempre y cuando se reinvierta en otra entidad de nueva o reciente creación.


Con carácter general lo que  es objeto de cuantificación de cara al cálculo de la inversión es el valor de adquisición de las acciones o participaciones y no sólo las cantidades financieras aportadas, pudiendo beneficiarse igualmente del presente régimen la aportación en especie realizada por el inversor (caso del know how), siempre que se haya cuantificado dentro del valor de adquisición de las acciones. En opinión de GARCÍA-TORRES FERNÁNDEZ
 “El problema se planteará si la remuneración en especie de esos trabajos que se materializa en acciones de la entidad no se ha declarado como rendimiento del trabajo o de actividad económica. En base a esto, podemos afirmar que probablemente esta deducción mayoritariamente se aplicará sobre las cantidades efectivamente satisfechas en dinero o con aportaciones patrimoniales sin cuantificar dentro del valor de las participaciones la asesoría empresarial o profesional realizada”. 

A tal efecto ha sido objeto de supresión la letra d) del apartado 4 del art. 33 de la LIRPF, otorgándose una nueva redacción al art. 38 de la citada Ley, encargado de regular, por lo que interesa al objeto del presente trabajo, la reinversión en los supuestos de transmisión de acciones o participaciones en empresas de nueva o reciente creación.

De conformidad con lo dispuesto por el apartado primero del citado precepto podrán excluirse de gravamen las ganancias patrimoniales obtenidas por la transmisión de la vivienda habitual del contribuyente, siempre que el importe total obtenido por la transmisión se reinvierta en la adquisición de una nueva vivienda habitual en las condiciones que reglamentariamente se determinen. Y, cuando el importe reinvertido sea inferior al total de lo percibido en la transmisión, únicamente se excluirá de tributación la parte proporcional de la ganancia patrimonial obtenida que corresponda a la cantidad reinvertida.


Asimismo podrían excluirse de gravamen las ganancias patrimoniales que se pongan de manifiesto con ocasión de la transmisión de acciones o participaciones por las que se hubiera practicado la deducción prevista en el nuevo art. 68.1 de la LIRPF (encargado de regular la deducción por inversión en empresas de nueva o reciente creación) siempre que el importe total obtenido por la transmisión de las mismas se reinvierta en la adquisición de acciones o participaciones de las citadas entidades en las condiciones que reglamentariamente se determinen. Y, al igual que sucede en el anterior supuesto de exención indicado, cuando el importe reinvertido sea inferior al total percibido en la transmisión únicamente se excluirá de tributación la parte proporcional de la ganancia patrimonial obtenida que corresponda a la cantidad reinvertida.


Ahora bien no resultará de aplicación la citada exención en los siguientes supuestos. En primer lugar, cuando el contribuyente hubiera adquirido valores homogéneos en el año anterior o posterior a la transmisión de las acciones o participaciones, excluyéndose entonces la aplicación de la exención respecto de aquellos valores que, como consecuencia de dicha adquisición, permanezcan en el patrimonio del contribuyente. Y, en segundo término, cuando las acciones o participaciones se transmitan a su cónyuge, a cualquier persona unida al contribuyente por parentesco (ya sea éste en línea recta o colateral, por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado incluido), o a una entidad respecto de la que se produzca, con el contribuyente o con cualquiera de las personas anteriormente citadas, alguna de las circunstancias establecidas en el art. 42 del Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas, distinta de la propia entidad cuyas participaciones se transmitan. 

Sin lugar a dudas, uno de los aspectos más novedosos de la nueva regulación aprobada ha sido la introducción de un nuevo apartado primero en el art. 68 de la Ley 35/2006, encargado de regular la deducción por inversión en empresas de nueva o reciente creación.
La introducción de este nuevo apartado primero en el art. 68 de la LIRPF ha obligado además a modificar el apartado 1 del art. 67 de la citada Ley, que pasa a disponer lo siguiente: "1. La cuota líquida estatal del Impuesto será el resultado de disminuir la cuota íntegra estatal en la suma de:
a) La deducción por inversión en empresas de nueva o reciente creación prevista en el apartado 1 del artículo 68 de esta Ley.

b) El 50 por ciento del importe total de las deducciones previstas en los apartados 2, 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 68 de esta Ley."

Asimismo ha sido necesario entrar a modificar, con efectos desde el 1 de enero de 2013, los siguientes preceptos de la Ley 35/2006. En primer lugar, el art. 68.2, relativo a las deducciones en actividades económicas, de conformidad con el cual “A los contribuyentes por este Impuesto que ejerzan actividades económicas les serán de aplicación los incentivos y estímulos a la inversión empresarial establecidos o que se establezcan en la normativa del Impuesto sobre Sociedades con igualdad de porcentajes y límites de deducción, con excepción de lo dispuesto en los artículos 42 y 44.2 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades.
La deducción prevista en el artículo 37 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades se aplicará con las siguientes especialidades:

1.º Darán derecho a la deducción los rendimientos netos de actividades económicas del período impositivo que se inviertan en elementos nuevos del inmovilizado material o inversiones inmobiliarias afectos a actividades económicas desarrolladas por el contribuyente.

A estos efectos se entenderá que los rendimientos netos de actividades económicas del período impositivo son objeto de inversión cuando, en los términos previstos en el artículo 37 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, se invierta una cuantía equivalente a la parte de la base liquidable general positiva del período impositivo que corresponda a tales rendimientos, sin que en ningún caso la misma cuantía pueda entenderse invertida en más de un activo.

La base de la deducción será la cuantía a que se refiere el párrafo anterior.

2.º El porcentaje de deducción será del 5 por ciento cuando el contribuyente hubiera practicado la reducción prevista en el apartado 3 del artículo 32 de esta Ley o en la disposición adicional vigésima séptima de esta Ley, o se trate de rentas obtenidas en Ceuta y Melilla respecto de las que se hubiera aplicado la deducción prevista en el artículo 68.4 de esta Ley.

3.º El importe de la deducción no podrá exceder de la suma de la cuota íntegra estatal y autonómica del período impositivo en el que se obtuvieron los rendimientos netos de actividades económicas señalados en el número 1.º anterior.

4.º No resultará de aplicación lo dispuesto en los apartados 5 y 8 del artículo 37 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades.

No obstante, cuando se trate de contribuyentes por este Impuesto que ejerzan actividades económicas y determinen su rendimiento neto por el método de estimación objetiva los incentivos a que se refiere este apartado 2 sólo les serán de aplicación cuando así se establezca reglamentariamente teniendo en cuenta las características y obligaciones formales del citado método."

Téngase presente además que, al objeto de llevar a cabo un control de la deducción, exige el apartado 5º del art. 68.1 de la Ley que será necesario obtener una certificación expedida por la entidad cuyas acciones o participaciones se hayan adquirido indicando el cumplimiento de los requisitos anteriormente señalados en el período impositivo en el que se hubiese producido la adquisición de las mismas.

Igualmente ha sido objeto de modificación el art. 69.2 de la LIRPF, cuya nueva redacción se ha concretado en los siguientes términos: "2. Los límites de la deducción a que se refiere el apartado 2 del artículo 68 de esta Ley serán los que establezca la normativa del Impuesto sobre Sociedades para los incentivos y estímulos a la inversión empresarial. Dichos límites se aplicarán sobre la cuota que resulte de minorar la suma de las cuotas íntegras, estatal y autonómica, en el importe total de las deducciones por inversión en empresas de nueva o reciente creación, prevista en el artículo 68.1 de la misma, y por actuaciones para la protección y difusión del Patrimonio Histórico Español y de las ciudades, conjuntos y bienes declarados Patrimonio Mundial, prevista en el artículo 68.5 de esta Ley."
También resulta modificado el art. 70.1 de la LIRPF, pasando a señalar el citado precepto que la aplicación de la deducción por cuenta ahorro-empresa y de la nueva deducción por inversión en empresas de nueva o reciente creación requerirá que el importe comprobado del patrimonio del contribuyente al finalizar el período de la imposición exceda del valor que arrojase su comprobación al comienzo del mismo al menos en la cuantía de las inversiones realizadas. Con carácter general se trata de una norma antielusión configurada en unos términos muy similares a los de otras normas de similares características. 
Finalmente el art. 77.1 de la LIRPF, encargado de regular la cuota líquida autonómica del Impuesto, pasa a establecer que dicha cuota será el resultado de disminuir la cuota íntegra autonómica en la suma de: el 50% del importe total de las deducciones previstas en los apartados 2, 3, 4, 5, 6 y 7 del art.  68 de la Ley, con los límites y requisitos de situación patrimonial previstos en los arts. 69 y 70; y el importe de las deducciones establecidas por la Comunidad Autónoma en el ejercicio de las competencias previstas en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias. Finalmente se incluye dentro de este elenco de preceptos modificados la letra e) del apartado 2 del art. 105, refiriéndose la citada letra e) a “las entidades a las que se refiere el artículo 68.1 de esta Ley cuyos socios o accionistas hubieran solicitado la certificación prevista en el mismo”.
Con carácter general los contribuyentes del IRPF podrán deducirse el 20% de las cantidades satisfechas en el período de que se trate por la suscripción de acciones o participaciones en empresas de nueva o reciente creación siempre y cuando se cumplan un conjunto de requisitos a los que nos referiremos a continuación, pudiendo, además de la aportación temporal al capital, aportar aquéllos sus conocimientos empresariales o profesionales adecuados para el desarrollo de la entidad en la que inviertan en los términos que establezca el acuerdo de inversión entre el contribuyente y la entidad.

La base máxima de deducción se fija en 20.000 euros anuales, quedando integrada por el valor de adquisición de las acciones o participaciones suscritas. En cambio no forma parte de dicha base de deducción el importe de las acciones o participaciones adquiridas con el saldo de la cuenta ahorro-empresa (en la medida en que dicho saldo hubiera sido objeto de deducción), así como tampoco las cantidades satisfechas por la suscripción de acciones o participaciones cuando respecto de tales cantidades el contribuyente practique una deducción establecida por la Comunidad Autónoma en el ejercicio de las competencias previstas en la Ley 22/2009, por el que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía. Se otorga así al contribuyente la opción de elegir entre la deducción establecida por la Comunidad Autónoma o la deducción estatal.

II. ANÁLISIS ESPECÍFICO DE LOS REQUISITOS QUE HA DE CUMPLIR LA ENTIDAD CUYAS ACCIONES O PARTICIPACIONES SE ADQUIERAN. 
¿Qué requisitos ha de cumplir la entidad cuyas acciones o participaciones se adquieran? En primer lugar, dicha entidad habrá de revestir la forma de Sociedad Anónima, Sociedad de Responsabilidad Limitada, Sociedad Anónima Laboral o Sociedad de Responsabilidad Limitada Laboral, en los términos previstos en el TRLSC y en la Ley de Sociedades Laborales, no hallándose admitida a negociación en ningún mercado organizado.

En segundo término, la entidad cuyas acciones o participaciones se adquieran ha de ejercer una actividad económica que cuente con los medios personales y materiales para el desarrollo de la misma
. En particular, no podrá tener por actividad la gestión de un patrimonio mobiliario o inmobiliario a que se refiere el art. 4.8.Dos.a) de la LIP en ninguno de los períodos impositivos de la entidad concluidos con anterioridad a la transmisión de la participación. El importe de la cifra de los fondos propios de la entidad no podrá ser superior a 400.000 euros en el inicio del período impositivo de la misma en que el contribuyente adquiera las acciones o participaciones. Dado que, como se ha señalado, el cómputo del límite se ha de realizar al inicio del período impositivo de adquisición de las acciones, resultará admisible la aplicación de la deducción si se supera el límite con esas u otras inyecciones de capital durante el ejercicio.

Las acciones o participaciones en la entidad deberán adquirirse por el contribuyente, bien en el momento de la constitución de aquélla (tratándose de una empresa de nueva creación) o mediante ampliación de capital
 efectuada en los tres años siguientes a dicha constitución, debiendo permanecer en su patrimonio por un plazo superior a tres años e inferior a doce años, al objeto de evitar la aplicación del incentivo a operaciones especulativas. Queda por tanto excluida la adquisición derivativa de acciones, siendo las únicas adquisiciones de acciones y participaciones que dan derecho a la aplicación de la deducción aquellas que impliquen en una entrada de recursos en la entidad durante sus inicios. La participación directa o indirecta del contribuyente, junto con la que posean en la misma entidad su cónyuge o cualquier persona unida al contribuyente por parentesco (en línea recta o colateral, por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado incluido) no podrá ser, durante ningún día de los años naturales de tenencia de la participación, superior al 40% del capital social de la entidad o de sus derechos de voto. Con ello se persigue que aquellos contribuyentes a los que se dirige la aplicación del beneficio fiscal lleguen a detentar el control de la entidad. Y, finalmente, no podrá tratarse de acciones o participaciones en una entidad a través de la cual se ejerza la misma actividad que se viniese ejerciendo anteriormente mediante otra titularidad. Este requisito ha de estimarse referido a la entidad de nueva creación, pero no a los socios.


¿Qué sucederá en el supuesto de que el contribuyente transmitiese acciones o participaciones y optase por la aplicación de la exención prevista en el art. 38.2 de la Ley 35/2006? En dicho caso, y al amparo de la nueva regulación aprobada, únicamente formaría parte de la base de la deducción correspondiente a las nuevas acciones o participaciones suscritas la parte de la reinversión efectuada que excediese del importe total obtenido en la transmisión de aquellas, no pudiendo practicarse en cambio deducción alguna por las nuevas acciones o participaciones mientras las cantidades invertidas no superaran la citada cuantía.


En efecto, únicamente formará parte de la base de la deducción la parte de la reinversión que exceda del importe total obtenido en la transmisión de las primeras. Y ello con la finalidad de evitar que se aplique la deducción sobre cantidades que anteriormente las hubiera disfrutado. No podrá en consecuencia practicarse la deducción por acciones o participaciones mientras las cantidades invertidas no superen dicha cuantía.

La reinversión podrá ser total o parcial, en cuyo caso, el importe de la exención será proporcional a la misma, no admitiéndose la transmisión de acciones cuando el porcentaje de participación del sujeto pasivo en la entidad sea el mismo que antes de la venta por la adquisición de valores homogéneos en el plazo de un año, antes y después de la transmisión. Y se prohíbe que la transmisión se realice a personas del círculo familiar o a otra entidad que reúna los requisitos del art. 42 del Código de Comercio respecto de la entidad de las acciones.


Adviértase en consecuencia que se ha pasado de una exención general respecto de la totalidad de las ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión de acciones (la cual era regulada en el art. 33.1.d) LIRPF) a una exención por reinversión de ganancias patrimoniales. En todo caso la anterior exención ha sido objeto de derogación antes de que se haya aplicado por alguno de los contribuyentes que invirtieron por ella, dado que se contemplaba un periodo mínimo de tenencia de los valores de 3 años en su patrimonio, el cual no ha podido ser objeto de finalización. No obstante la nueva Disposición Transitoria Vigésimo Séptima de la Ley 35/2006 prevé la aplicación de un régimen transitorio para los que generaron ese derecho.


En todo caso, al objeto de proceder a la práctica de la presente deducción será necesario obtener una certificación expedida por la entidad cuyas acciones o participaciones se hayan adquirido indicando el cumplimiento de los requisitos anteriormente indicados durante el período impositivo en el que se produjese la adquisición de dichos títulos.

Téngase presente finalmente que, en tanto en cuanto, como ya se ha señalado, de cara a la práctica de la deducción se hace necesario, tal y como establece el número 5º del apartado 1 del art. 68 de la Ley 35/2006, que el contribuyente obtenga una certificación expedida por la entidad cuyas acciones o participaciones se hayan adquirido, indicando el cumplimiento de los requisitos señalados en el número 2º del citado apartado en el periodo impositivo en el que se produjo la adquisición de las mismas
, tras la aprobación de la Orden HAP/2455/2013, de 27 de diciembre, por la que se aprueba el modelo 165, "Declaración informativa de certificaciones individuales emitidas a los socios o partícipes de entidades de nueva o reciente creación", aquellas entidades a las que se refiere el art. 68.1 de la LIRPF han de presentar una declaración informativa sobre las certificaciones expedidas conforme a lo previsto en el número 5.º del citado art. 68.1 en la que, además de sus datos de identificación, fecha de constitución e importe de los fondos propios, harán constar en referencia a los adquirentes de las acciones y participaciones, el nombre y apellidos, NIF, el importe y la fecha de la adquisición y el porcentaje de participación. A tal efecto la citada Orden aprobó el Modelo de declaración 165 “Declaración informativa de certificaciones individuales emitidas a los socios o partícipes de entidades de nueva o reciente creación”.

III. REFLEXIONES FINALES. 

El nuevo régimen fiscal de los business angels introducido a resultas de la aprobación de la nueva Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de Apoyo a los Emprendedores y su Internacionalización, suprime el anterior régimen fiscal establecido para inversiones en empresas de nueva o reciente creación por el Real Decreto-Ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y autónomos contraídas por las Entidades Locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa
, si bien, en aras del principio de seguridad jurídica, se incorpora un régimen transitorio para las inversiones efectuadas con anterioridad. 

A tal efecto se ha incorporado a la Ley 35/2006 una nueva Disposición Transitoria Vigésima Séptima, relativa a aquellas acciones o participaciones de entidades de nueva o reciente creación que hubiesen sido adquiridas con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 14/2013. De acuerdo con el régimen transitorio incorporado a la citada Disposición aquellos contribuyentes que obtengan ganancias patrimoniales que se pongan de manifiesto con ocasión de la transmisión de acciones o participaciones adquiridas con anterioridad a la entrada en vigor de la nueva Ley podrán aplicar la exención prevista en la Disposición Adicional Trigésima Cuarta de la LIRPF en su redacción en vigor a 31 de diciembre de 2012, siempre y cuando se cumplan el conjunto de requisitos y condiciones establecidos en la citada Disposición. 

Por su parte, y a tenor de la nueva redacción otorgada a la Disposición Adicional Trigésima Octava de la LIRPF, la nueva redacción otorgada a los arts. 38.2 y 68.1 de la Ley 35/2006 sólo se aplicará  respecto de las acciones o participaciones suscritas a partir de la entrada en vigor de la Ley de Apoyo a los Emprendedores y su Internacionalización.

Con carácter general quien invierta temporalmente en empresas nuevas, ya sea sólo financieramente o bien aportando también sus conocimientos (inversor de proximidad o 'business angel') tendrá un doble incentivo fiscal, siempre y cuando desinvierta posteriormente en un plazo superior a tres años e inferior a doce
. De una parte, una deducción del 20% en la cuota estatal en el IRPF con una base máxima de deducción de 20.000 euros anuales integrada por el valor de adquisición de las acciones o participaciones suscritas con ocasión de la inversión realizada al entrar en la sociedad, y con un funcionamiento similar a la deducción en vivienda habitual
. Y, de otra, una exención total de la plusvalía que, en su caso, se obtuviese al salir de la sociedad, siempre y cuando se reinvierta en otra entidad de nueva o reciente creación.

De este modo los contribuyentes podrían deducirse inicialmente el 20% de la cuantía que suscribiesen mediante acciones en las pymes y las participaciones en empresas de nueva creación. La base máxima de deducción será de 20.000 euros anuales y estará formada por el valor de adquisición de las acciones o participaciones suscritas. 
Inicialmente el importe de la cifra de los fondos propios de la empresa no podía ser superior a 200.000 euros al comienzo del período impositivo en el que el contribuyente adquiriese las acciones o participaciones. Con posterioridad, sin embargo, dicho límite de 200.000 euros se elevó a 400.000 euros (así como el porcentaje de deducción al 20%), constituyendo éste el límite de recursos propios de las empresas en las que inviertan los business angels para poder optar a la deducción en el IRPF.

Desde nuestro punto de vista el principal objetivo de la presente reforma no es otro que favorecer la captación, por parte de empresas de nueva o reciente creación, de fondos propios procedentes de aquellos contribuyentes que, además del capital financiero, aporten sus conocimientos empresariales o profesionales (caso de los business angel) o bien de aquellos otros que solo aporten capital (capital semilla). En efecto, lo que se persigue es favorecer la financiación propia de las empresas reduciendo su exposición al crédito. 

Aquel inversor particular que participe temporalmente en empresas nuevas o de reciente creación aportando o capital financiero exclusivamente (el llamado “capital semilla”) o capital financiero acompañado de sus conocimientos empresariales o profesionales para el desarrollo de la actividad de la sociedad en la que invierten tendrá derecho a una deducción del 20% en la cuota estatal en el IRPF con ocasión de la inversión realizada al entrar en una sociedad. Y, con carácter adicional, cuando el inversor retire su capital al salir de la empresa, tendrá derecho a una exención plena (y no del 50%, como se preveía inicialmente) de la plusvalía obtenida. Ahora bien dicho incentivo se aplicará siempre y cuando el dinero obtenido se reinvierta en otra entidad de nueva o reciente creación. En todo caso la aplicación, tanto de la deducción en el IRPF como de la exención en el citado Impuesto de las plusvalías obtenidas, solo regirá en inversiones temporales, debiendo transmitirse las acciones o participaciones de la entidad entre el tercer y el duodécimo año de tenencia de la participación.

En suma, estos inversores disfrutarán de la aplicación de una deducción del 20% en la cuota estatal del IRPF por su inversión al entrar en la sociedad, siendo la base máxima de dicha deducción de 20.000 euros anuales. E igualmente disfrutarán de una exención total de sus plusvalías al salir de la sociedad, si bien para ello tendrán que reinvertir el dinero en una sociedad nueva o de reciente creación. En ambos supuestos la desinversión tendrá que producirse en un plazo de entre 3 y 12 años, hallándose exenta la ganancia patrimonial que se obtenga siempre y cuando se reinvierta en otra entidad de nueva o reciente creación. Todo ello con el objetivo último de crear e impulsar una vía alternativa de financiación para las pymes diferente a la bancaria mediante la aplicación de deducciones en el IRPF para aquellos inversores que apuesten por proyectos de capital riesgo “informal” (business angels). La rentabilidad obtenida con estas inversiones estará eximida de IRPF, siempre y cuando se vuelva a reinvertir en otro proyecto nuevo.
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�En efecto, lo que se pretendía era incentivar las inversiones de particulares en proyectos impulsados por emprendedores, fomentando así la creación de empresas que permitan avanzar en el campo del modelo productivo y, por ende, en la generación de empleo. De manera particular, se perseguía favorecer la capitalización de empresas de nueva o reciente creación. Precisamente con la finalidad última de alcanzar la consecución del citado objetivo se buscó potenciar la figura de los denominados “ángeles inversores” (business angels, en la terminología anglosajona), que no son sino inversores particulares que invierten en proyectos empresariales iniciados por emprendedores a los que aportan su experiencia, contactos y, ante todo, el capital necesario para que dichos proyectos puedan llevarse a cabo. En esta línea de fomento de la citada fórmula de cooperación las Comunidades Autónomas (CC.AA.) de Madrid, Cataluña y Andalucía, haciendo uso de sus competencias normativas, habilitaron ya en su día con efectos desde el 1 de enero de 2010 una deducción autonómica en la cuota del IRPF destinada a aquellos inversores que adquieran acciones y participaciones sociales de entidades nuevas o de reciente creación constituidas en las respectivas CC.AA.





�A este respecto debe precisarse que, mientras que en las deducciones autonómicas el beneficio fiscal opera cuando se invierte, la presente exención introducida en la legislación estatal opera cuando se desinvierte. De este modo, siendo la finalidad subyacente la misma en ambos supuestos, en las deducciones aprobadas por los Entes Regionales el inversor puede calcular con certeza el beneficio fiscal que le reporta su inversión, siendo suficiente a tal efecto con multiplicar la cuantía invertida por el porcentaje de deducción aprobado por la respectiva Comunidad Autónoma. En cambio en la exención estatal el inversor desconocía en el momento de invertir el importe del beneficio fiscal, no conociéndose exactamente el instante en el que se produciría su aplicación, ya que la misma quedaba condicionada a la obtención de plusvalías.


�GARCÍA-TORRES FERNÁNDEZ, Mª. J., “Situación actual de la fiscalidad de la financiación empresarial tras la Ley de Emprendedores (Ley 14/2013)”, Impuestos, núm. 11, 2013 (consultado en www.laleydigital.com).


�No obstante a juicio de GARCÍA-TORRES FERNÁNDEZ, Mª. J., “Situación actual de la fiscalidad de la financiación empresarial tras la Ley de Emprendedores (Ley 14/2013)”, ob. cit. (consultado en � HYPERLINK "http://www.laleydigital.com" �www.laleydigital.com�) cabría la posibilidad de que fuesen de aplicación ambas cuando las cantidades de inversión sobre las que se aplique la deducción correspondan a entidades con distintas características. Y ello en tanto en cuanto las deducciones autonómicas establecen la limitación de territorialidad a las empresas invertidas, debiendo tener las empresas su residencia o estar establecidas en el territorio de la Comunidad Autónoma. A juicio de la citada autora “un contribuyente podrá aplicar la deducción autonómica sobre la inversión en una entidad establecida en el territorio de la Comunidad Autónoma y la deducción estatal sobre la inversión en otra entidad establecida fuera de la Comunidad Autónoma, ya que la incompatibilidad se establece sobre las cantidades invertidas, no sobre la deducción en sí. En cualquier caso, habría que comprobar los efectos de la aplicación de esta doble deducción sobre los límites de las deducciones”.





�Este primer requisito habrá de cumplirse, además, durante todos los años de tenencia de la acción o participación. Nada se dice en cambio respecto de las sociedades cooperativas. Tampoco se exige que la actividad se desarrolle en España si bien, debiendo tratarse de sociedades residentes fiscalmente en nuestro país, parece claro que la tributación se realizará en España, pretendiéndose además fomentar la internacionalización de la empresa. En todo caso, y tal y como ha señalado ALONSO ALONSO, R., “Modificaciones introducidas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas por la Ley de Emprendedores”, Revista de Contabilidad y Tributación, núm. 369, 2013, pág. 103, dicho requisito se orienta a excluir de la aplicación del presente incentivo fiscal a aquellas entidades que, al cotizar en mercados organizados, cuentan con mayores posibilidades de acceso a financiación incrementando sus recursos propios. 





�Ya no se alude en consecuencia, a diferencia de lo que sucedía al amparo de la anterior regulación, al hecho de que hubiera de contarse con una persona con contrato laboral y jornada completa, habiéndose producido una flexibilización del citado requisito. 





�Se excluye pues del ámbito de aplicación de la presente deducción la suscripción de acciones o participaciones en entidades que, en el instante previo a la realización de la inversión, alcancen ya un determinado nivel de fondos propios, y no solo de capital. A este respecto se ha de tener presente además que cuando la entidad forme parte de un grupo de sociedades en el sentido del art. 42 del C.Com., con independencia de la residencia y de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas, el importe de los fondos propios deberá referirse al conjunto de entidades pertenecientes a dicho grupo. En todo caso se ha producido una elevación del límite respecto de lo exigido en la redacción de la Disp. Adic. 34ª de la LIRPF aplicable a la exención establecida en 2011.


�Téngase presente a este respecto que, cuando la suscripción de acciones o participaciones tenga lugar en el seno de una ampliación de capital, la misma podrá referirse a una entidad ya constituida con anterioridad a dicha fecha, siempre y cuando concurran los restantes requisitos exigidos. 


�Con carácter adicional la letra e) del apartado 2 del art. 105 de la Ley 35/2006 dispone que reglamentariamente podrá establecerse la obligación de suministro de información para aquellas entidades a las que se refiere el art. 68.1 de esta Ley cuyos socios o accionistas hubieran solicitado la certificación prevista en el mismo.





�En este sentido se suprime la Disposición Adicional Trigésima Cuarta de la LIRPF introducida en su día por el citado Real Decreto-Ley 8/2011, de 1 de julio.





�En cambio la deducción a que se refiere el art. 68.2 de la Ley 35/2006 únicamente resultará de aplicación respecto de los rendimientos netos de actividades económicas obtenidos a partir de 1 de enero de 2013, al igual que sucede con lo dispuesto por el art. 32.3 de la citada Ley, que será de aplicación a aquellos contribuyentes que hubieran iniciado el ejercicio de una actividad económica a partir de 1 de enero de 2013.





�Inicialmente, de acuerdo con la redacción contenida en el Proyecto de Ley, dicho plazo debía ser superior a tres e inferior a nueve años. 





�En un primer momento el Proyecto de Ley de Emprendedores fijó dicho porcentaje de deducción en un 15%.





�A pesar de que inicialmente el Proyecto de Ley otorgó a dicha exención un carácter parcial (quedaba exonerado de gravamen el 50% de la plusvalía), finalmente se dispuso la exención plena de gravamen de aquellas ganancias patrimoniales que se pusiesen de manifiesto con ocasión de la transmisión de acciones o participaciones por las que se hubiera practicado la deducción prevista en el art. 68.1 de la Ley, siempre que el importe total obtenido por la transmisión de las mismas se reinvirtiese en la adquisición de acciones o participaciones de las citadas entidades en las condiciones que precise el futuro desarrollo reglamentario de esta disposición. Y, al igual que sucede con la exención por reinversión de la ganancia patrimonial derivada de la enajenación de la vivienda habitual, siendo el importe reinvertido inferior al total percibido en la transmisión, únicamente se excluirá de tributación la parte proporcional de la ganancia patrimonial obtenida que corresponda a la cantidad reinvertida.
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